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 10542 Sala Segunda. Sentencia 135/2005, de 23 de 
mayo de 2005. Recurso de amparo 4779-2002. 
Promovido por doña Mirta Consuelo Guada-
lupe González Mínguez en relación con las 
Sentencias de las Salas de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo y de la 
Audiencia Nacional que anularon la homolo-
gación de su título de odontología.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: emplazamiento edictal de una 
profesional colegiada, tras comunicaciones 
fallidas, cuyo domicilio era conocido por la 
entidad demandante (STC 126/1999).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4779-2002, promovido 
por doña Mirta Consuelo Guadalupe González Mínguez, 
representada por el Procurador de los Tribunales don Fer-
nando-Julio Herrera González y asistida por la Letrada 
doña María Concepción Cabrerizo Miguel, contra Senten-
cia dictada por la Audiencia Nacional el 11 de marzo de 
1996 y Auto de 12 de enero de 1999, así como contra Sen-
tencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de 
junio de 2002 (recurso de casación 2733/99). Ha interve-
nido el Ministerio Fiscal, así como el Abogado del Estado. 
Ha sido Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez 
Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Con fecha 31 de julio de 2002 el Procurador don 
Fernando-Julio Herrera González, en la representación 
indicada, dedujo demanda de amparo constitucional con-
tra las resoluciones judiciales a las que se ha hecho refe-
rencia en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos de los que la presente demanda de 
amparo trae causa son, sucintamente expuestos, los 
siguientes:

a) A solicitud de la demandante de amparo el Minis-
terio de Educación y Ciencia dictó resolución el 9 de mayo 
de 1989 por la que se homologaba el título de Doctor en 
Odontología, obtenido por doña Mirta Consuelo Guada-
lupe González Mínguez en la Universidad Autónoma de 
Santo Domingo, República Dominicana, al título español 
de Licenciado en Odontología.

Tras agotar la vía administrativa la indicada resolu-
ción fue recurrida el 29 de abril de 1991 por el Consejo 
General de los Colegios de Odontólogos y Estomatólogos 
de España ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional, tramitándose el recurso ante la 
Sección Quinta de dicho Tribunal con el núm. 971/91. 
Admitido el recurso se reclamó de la Administración la 
remisión del expediente administrativo y, una vez que se 
formuló demanda por el indicado Consejo General, el 
órgano judicial, mediante providencia de 4 de marzo de 
1993, acordó requerir al Ministerio de Educación y Ciencia 

para que emplazase a la demandante de amparo por tér-
mino de nueve días, dentro de los cuales podría perso-
narse en el recurso contencioso-administrativo si lo esti-
maba pertinente. Este requerimiento fue reiterado 
mediante providencia de 1 de julio de 1994, en el cual la 
Sala reiteró al Ministerio de Educación y Ciencia la nece-
sidad de practicar el emplazamiento, requerimiento que 
fue contestado mediante remisión de fotocopia del «Bole-
tín Oficial del Estado» del 25 de mayo de 1993, en el que 
aparecía publicada la resolución acordando el emplaza-
miento ante la Audiencia Nacional de la demandante de 
amparo. Transcurrido el término del emplazamiento sin 
que ésta se personase en el recurso contencioso-adminis-
trativo se dio traslado a las partes para que, conforme 
disponía el art. 78 de la Ley reguladora de esa jurisdic-
ción, formularan conclusiones sucintas, señalándose para 
votación y fallo del recurso el día 15 de marzo de 1995.

Mediante providencia de 22 de marzo de 1995, visto 
que la interesada (hoy demandante de amparo) no había 
sido emplazada personalmente por la Administración 
demandada, se acordó requerir al Ministerio de Educa-
ción y Ciencia para que emplazara a la interesada, 
debiendo remitir al órgano judicial certificación acredita-
tiva de haberlo efectuado. En cumplimiento de lo acor-
dado por la Audiencia Nacional la Administración informó 
que el emplazamiento efectuado mediante la publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado» de 25 de mayo de 1993 
había sido consecuencia del resultado infructuoso del 
intento de notificación efectuado mediante correo certifi-
cado remitido a la calle Rocafort núm. 159 de Barcelona, 
el cual fue devuelto el 22 de abril de 1993 con la indicación 
de «marchó», observándose en el acuse de recibo la men-
ción escrita a mano «neg.rec.» Seguidamente la Audien-
cia Nacional señaló para votación y fallo del recurso el día 
21 de junio de 1995, pero, mediante providencia de 21 de 
junio de 1995, acordó suspender el señalamiento y, dado 
que «no existe justificante alguno de que D.ª Mirtha-Gua-
dalupe González Mínguez haya recibido el emplazamiento 
como posible afectada por la resolución final del recurso... 
vuélvasela a emplazar por término de nueve días, para 
que se persone por escrito en los presentes autos si a su 
derecho conviniere y mediante el oportuno exhorto al 
último domicilio que consta en los ficheros de la recu-
rrente: c/ Obispo Miranda, 6-1.º, de Ponferrada (León)».

Para la práctica del emplazamiento el Secretario Judi-
cial se personó el 11 de septiembre de 1995 en la dirección 
indicada, correspondiente a la Clínica Dental Sta. Apolo-
nia, donde se le informó por el personal de la clínica que 
la demandante de amparo no prestaba sus servicios en 
ella desde hacía varios meses, «residiendo actualmente 
en Badajoz». Seguidamente la Audiencia Nacional dictó 
Sentencia estimando parcialmente el recurso conten-
cioso-administrativo y anulando la resolución de homolo-
gación en el sentido de condicionarla a la superación de 
una prueba de conjunto sobre los conocimientos básicos 
que proporciona la formación española. El Abogado del 
Estado preparó recurso de casación contra la Sentencia, 
el cual fue declarado desierto mediante Auto de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo de 5 de septiembre de 1996.

b) Mediante escrito presentado ante la Audiencia 
Nacional el 30 de julio de 1998 la demandante de amparo 
se personó en las actuaciones judiciales, representada 
por medio de Letrado y, una vez que hubo tomado cono-
cimiento de las actuaciones, el 3 de septiembre de 1998, 
formuló solicitud de revisión de la diligencia de ordena-
ción que declaró la firmeza de la Sentencia dictada por la 
Audiencia Nacional debido a que no había sido legal-
mente emplazada en el recurso contencioso-administra-
tivo ni se le había notificado la Sentencia, ni siquiera por 
edictos, colocándosela en situación de indefensión El 
siguiente día 8 de septiembre presentó nuevo escrito pre-
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parando recurso de casación contra la indicada Senten-
cia, aportando junto con dichos escritos certificación del 
Colegio de Odontólogos y Estomatólogos de León acredi-
tativa de su colegiación en éste desde el 4 de junio de 
1992 hasta el 10 de julio de 1995. Ambas solicitudes fue-
ron desestimadas por la Audiencia Nacional mediante 
providencia de 22 de octubre de 1998, razonando a tal 
efecto, de una parte, que la diligencia de ordenación era 
firme y no procedía la notificación de resoluciones ante-
riores a la personación del recurrente y, de otra, que tam-
poco cabía tener por preparado el recuso de casación 
debido a que la Sentencia impugnada era firme.

La providencia de 22 de octubre de 1998 fue recurrida 
en súplica, insistiendo la recurrente en la indefensión que 
se le había ocasionado porque no fue emplazada legal-
mente como parte codemandada, aportando además tar-
jeta de identidad expedida el 1 de agosto de 1995 que la 
acreditaba como colegiada con residencia en Badajoz. En 
cualquier caso, manifestaba, debería habérsele notificado 
personalmente la Sentencia dictada en el proceso conten-
cioso-administrativo. Y, finalmente, aducía que la inexigi-
bilidad de la práctica de notificaciones relativas a actos 
procesales anteriores a la personación se refiere a quien 
se persona tardíamente, pese a haber sido emplazado en 
forma correcta, pero no juega para quien no fue así 
emplazado, siendo la revisión de la diligencia acordando 
la firmeza el medio idóneo de iniciar el cómputo del plazo 
para preparar el recurso de casación según la jurispru-
dencia constitucional, pues, dada la fecha de la Sentencia, 
no era de aplicación el incidente de nulidad regulado en el 
art. 240 LOPJ, según redacción dada por la Ley Orgánica 
5/1997, de 4 de diciembre (y así lo había admitido el propio 
órgano judicial en otras ocasiones, según resoluciones 
que aportaba). Tal recurso de súplica fue desestimado 
mediante Auto de 12 de enero de 1999, en el que se afirma 
que la parte no pretende con él sino reabrir un proceso 
finalizado por Sentencia firme a la que se ha llegado tras 
agotar la Sala las posibilidades de emplazamiento en los 
lugares que constaban en las actuaciones judiciales y 
administrativas sin que resultasen eficaces los reiterados 
intentos de notificación efectuados.

Siguiendo las indicaciones contenidas en el anterior 
Auto la demandante de amparo preparó recurso de casa-
ción contra esta última resolución, dando lugar a la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 25 de junio de 2002, des-
estimatoria del recurso de casación. En lo que ahora 
interesa el Tribunal Supremo razona que la Administra-
ción, primero, y, después, el órgano judicial desplegaron 
la actividad razonablemente exigible para lograr el empla-
zamiento personal de la demandante, ordenando la 
Audiencia Nacional a la Administración la práctica de los 
emplazamientos y llegando a suspender el señalamiento 
para votación y fallo del proceso a fin de que se empla-
zara personalmente a la interesada. No puede convertirse 
el órgano judicial de instancia, continua razonando el Alto 
Tribunal, en un órgano policial encargado de averiguar el 
paradero de la interesada.

3. La demandante de amparo aduce vulneración de 
su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) por 
cuanto ni la Administración ni el órgano judicial agotaron 
las posibilidades de que podían haber hecho uso para que 
su emplazamiento resultase eficaz (es decir, puesto en su 
conocimiento). Debido a ello no pudo intervenir en un 
proceso en el que era la principal interesada, pues se 
debatía la conformidad a derecho de la homologación de 
su título de odontólogo y, en consecuencia, estaba en 
juego la posibilidad de que siguiera ejerciendo la profe-
sión que constituye su medio de vida. El órgano judicial, 
tras requerir a la Administración que acreditase haber 
efectuado el emplazamiento de la demandante, advirtió 

que éste no había sido realizado correctamente y libró 
exhorto para que se la emplazara en Ponferrada, pero 
ante la ineficacia de este emplazamiento, y pese a que en 
la clínica dental en la que fue practicado se puso de mani-
fiesto que se había trasladado a la localidad de Badajoz, el 
órgano judicial no intentó averiguar su domicilio en esa 
localidad, cuando con facilidad podía haberlo intentado 
tan sólo requiriendo a la parte demandante, el Consejo 
General de los Colegios de Odontólogos y Estomatólogos 
de España, para que facilitara su domicilio profesional, el 
cual forzosamente debía conocer. Tal medio de lograr el 
emplazamiento no implicaba una actuación desmedida 
de la Sala, si se tiene en cuenta que del traslado de locali-
dad había sido informada a través de la diligencia nega-
tiva del emplazamiento intentado en Ponferrada y que 
habían transcurrido cinco años desde la fecha de la inter-
posición del recurso contencioso-administrativo. A mayor 
abundamiento siempre pudo el órgano judicial oficiar al 
Ayuntamiento de Badajoz, a la Delegación de Hacienda, a 
la Mutualidad de Previsión Sanitaria Nacional, que agrupa 
obligatoriamente a los profesionales sanitarios o, final-
mente, haber consultado simplemente la guía telefónica. 
Añade la demandante que a su marginación procesal no 
fue ajena la actitud torticera del Consejo General de los 
Colegios de Odontólogos y Estomatólogos de España, el 
cual no facilitó su domicilio profesional pese a tener cono-
cimiento de que no había podido ser emplazada en Ponfe-
rrada, pero que en cuanto se dictó la Sentencia estimato-
ria del recurso contencioso-administrativo se dirigió al 
Colegio de Extremadura comunicándole la inexistencia 
de convalidación del título de odontólogo.

En una línea argumental complementaria de la ante-
rior la demandante de amparo reprocha al órgano judicial 
que no tratara de notificar personalmente la Sentencia 
dictada en el proceso contencioso-administrativo por el 
solo hecho de que no hubiera sido posible su inicial 
emplazamiento, circunstancia que, a su juicio, no eximía 
al órgano judicial de proceder a efectuar la notificación 
personal de la Sentencia que puso fin al proceso.

Finalmente, entiende que el órgano judicial no se 
ajustó a la doctrina constitucional, representada sustan-
cialmente por la STC 271/1994, de 17 de octubre, según la 
cual, antes de que la Ley Orgánica 5/1979, de 4 de diciem-
bre, introdujese el incidente de nulidad en el art. 240 
LOPJ, resultaba procedente solicitar la anulación de la 
declaración de firmeza de la Sentencia que pone fin a un 
proceso e interponer el correspondiente recurso de casa-
ción contra tal resolución judicial.

Por otrosí interesa la suspensión de la ejecución de la 
Sentencia frente a la que solicita nuestro amparo.

4. Mediante providencia de 11 de noviembre de 2004 
la Sala Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite 
la demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en 
el art. 51 de la Ley Orgánica de este Tribunal, dirigir atenta 
comunicación a la Sección Séptima del Tribunal Supremo 
a fin de que, en término no superior a diez días, remitiese 
certificación o copia adverada de las actuaciones corres-
pondientes al recurso de casación 2733/99. Del mismo 
modo, constando ya en este Tribunal las actuaciones 
correspondientes al recurso contencioso-administrativo 
núm. 971/91, seguido ante la Sección Quinta de la Audien-
cia Nacional, se acordó dirigir atenta comunicación al 
indicado órgano judicial a fin de que, en el mismo plazo, 
emplazara a quienes hubiesen sido parte en el proceso 
para que, en el término de diez días, pudieran comparecer 
en el presente recurso de amparo.

5. Por providencia de 11 de noviembre de 2004 se 
acordó, conforme al art. 56 LOTC, abrir pieza de suspen-
sión de la Sentencia impugnada en amparo, pieza que 
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concluyó con el dictado del Auto de 14 de febrero de 2005, 
desestimatorio de la solicitud de suspensión formulada 
por la demandante.

6. El Abogado del Estado, mediante escrito presen-
tado el 15 de noviembre de 2004, se personó en el pre-
sente recurso de amparo en la representación que 
ostenta, lo que la Sala Segunda tuvo por efectuado 
mediante providencia de 24 de febrero de 2005.

En la misma providencia, en aplicación de lo dispuesto 
en el art. 52.1 LOTC, se acordó dar vista de las actuaciones 
recibidas a las partes personadas y al Ministerio público 
por término de veinte días, dentro de los cuales podrían 
presentar las alegaciones que estimasen pertinentes.

7. El Abogado del Estado formuló alegaciones me-
diante escrito presentado el 21 de marzo de 2005. Tras esti-
mar correcto que la demandante de amparo agotase la vía 
judicial previa mediante la solicitud de anulación de la dili-
gencia de ordenación que había declarado la firmeza de la 
Sentencia dictada en el proceso contencioso-administra-
tivo, razona que nos encontramos ante un supuesto de 
falta de emplazamiento de la titular de un derecho subje-
tivo que podía quedar afectada por la resolución que en 
aquél se dictara, que estaba plenamente identificada pero 
que no fue emplazada correctamente, y a la que se causó 
efectiva indefensión, no excluida por un (inexistente en el 
caso) conocimiento extraprocesal de la existencia del 
referido proceso. Termina afirmando que no resultaba 
desproporcionado que el órgano judicial hubiera inda-
gado a través del Consejo General de Colegios de Odon-
tólogos y Estomatólogos de España el nuevo domicilio de 
la demandante de amparo una vez que conoció que el 
intento de su emplazamiento en Ponferrada había fraca-
sado porque se había trasladado a Badajoz. En conse-
cuencia termina el Abogado del Estado interesando el 
otorgamiento del amparo pretendido.

8. La demandante de amparo formuló sus alegacio-
nes el 31 de marzo de 2005, insistiendo en la argumenta-
ción ya expuesta en la demanda de amparo y destacando 
la semejanza del supuesto sometido a enjuiciamiento con 
el caso resuelto en la STC 126/1999, de 28 de junio.

9. El Ministerio público, mediante escrito presentado 
el 4 de abril de 2005, evacuó el trámite conferido intere-
sando la estimación de la demanda de amparo. Tras 
extractar las incidencias procesales que condujeron al 
dictado de las resoluciones judiciales impugnadas y las 
alegaciones efectuadas por la demandante de amparo 
destaca la similitud del presente supuesto con el abor-
dado en la STC 44/2003, de 3 de marzo, cuya doctrina 
reproduce en los pasajes más relevantes. La aplicación al 
caso de la doctrina expuesta entiende que debe conducir 
al otorgamiento del amparo, pues la demandante apare-
cía plenamente identificada como titular de un interés 
legítimo que se vería afectado por lo que se resolviese en 
el proceso; no fue emplazada en él, siendo colocada por 
ello en situación de indefensión; y, finalmente, la falta de 
emplazamiento no se debió a su conducta negligente, ni 
se ha acreditado su conocimiento extraprocesal de la 
existencia del proceso, sino que su preterición procesal se 
debió a la actuación del órgano judicial, que no agotó las 
posibilidades que razonablemente se le ofrecían para 
lograr poner en efectivo conocimiento de la demandante 
de amparo la existencia del proceso que incidía sobre sus 
intereses. A esta conclusión conduce el hecho de que, 
pese a los fallidos intentos de la Audiencia Nacional de 
emplazar a la demandante, el órgano judicial tuvo conoci-
miento de que ésta se había trasladado a Badajoz y, dado 
que la parte demandante era el Consejo General de los 
Colegios de Odontólogos y Estomatólogos de España, 

organismo que agrupa a todas estas corporaciones profe-
sionales, era sencillo averiguar el domicilio de la deman-
dante a través, bien del indicado Consejo General, bien 
del Colegio de Extremadura, bien mediante simples inda-
gaciones practicadas en el Ayuntamiento de la capital 
pacense.

Consecuencia de lo razonado es que, en opinión del 
Fiscal, debe otorgarse el amparo, declarar vulnerado el 
derecho de la demandante a la tutela judicial efectiva y 
anular la Sentencia de la Audiencia Nacional de 11 de 
marzo de 1996, el Auto del mismo órgano de 12 de enero 
de 1999 y la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de 
junio de 2002, retrotrayendo las actuaciones al momento 
procesal correspondiente para la correcta tramitación del 
proceso contencioso-administrativo.

10. Mediante providencia de 19 de mayo de 2005, se 
señaló para votación y fallo de esta Sentencia el día 23 del 
mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo se plantea la 
cuestión de determinar si la Sentencia dictada por la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-
nal el 11 de marzo de 1996, de cuyo contenido queda 
hecha la necesaria referencia en los antecedentes de esta 
resolución, vulneró o no el derecho de la demandante de 
amparo a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 
24.1 CE) debido a que, según sostiene la actora en este 
proceso constitucional, el órgano judicial incumplió su 
obligación de adoptar todos los medios que razonable-
mente tenía a su alcance para lograr el emplazamiento de 
la demandante en el proceso que se seguía ante él, en el 
cual se impugnaba la resolución del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia por la que se homologaba el título obtenido 
en la República Dominicana al título español de Licen-
ciado en Odontología. Como consecuencia de su desco-
nocimiento acerca de la existencia y tramitación del pro-
ceso la demandante habría quedado en situación de 
indefensión al no haber podido intervenir en aquél en 
defensa de su legítimo interés.

Conviene cerrar la delimitación del tema suscitado en 
este recurso de amparo poniendo de manifiesto que las 
otras dos resoluciones formalmente impugnadas (Auto 
de la Audiencia Nacional de 12 de enero de 1999 y Senten-
cia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de junio 
de 2002 –recurso de casación 2733/99) no constituyeron, 
en lo que ahora interesa, sino la respuesta judicial al ago-
tamiento de las posibilidades de la demandante de obte-
ner la reparación de su derecho fundamental, pretendida-
mente vulnerado ante la jurisdicción ordinaria. Ello, como 
consecuencia de no habérsele dado satisfacción, es lo 
que le abre la posibilidad de solicitar el amparo constitu-
cional.

2. La pretensión de la demandante se ve apoyada 
tanto por el Abogado del Estado como por el Ministerio 
público, quienes, con argumentación semejante y par-
tiendo de la consolidada doctrina de este Tribunal sobre 
las exigencias del emplazamiento en el proceso conten-
cioso-administrativo para salvaguardar el derecho a la 
tutela judicial efectiva, sostienen que el órgano judicial no 
agotó los medios que razonablemente tenía a su alcance 
para lograr que la demandante de amparo llegase a tener 
conocimiento de la existencia del proceso en el que se 
debatía la legalidad de la convalidación de estudios que 
había obtenido del Ministerio de Educación y Ciencia.

3. La cuestión suscitada ha sido abordada en buen 
número de ocasiones por este Tribunal, incluso en supues-
tos que guardan con el presente una gran similitud, deri-
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vada de la circunstancia de impugnarse en el proceso 
judicial una resolución administrativa de idéntica natura-
leza y de análogo contenido, así como del hecho de que la 
actuación del órgano judicial (la misma Sección de la 
Audiencia Nacional) fue sustancialmente igual, tal como 
se revela la lectura de las SSTC 87/2002, de 22 de abril,
y 44/2003, de 3 de marzo, y de las allí citadas. En ellas 
puede encontrarse una recopilación de la doctrina gene-
ral acerca de los requisitos que nuestra jurisprudencia 
contempla en principio para entender vulnerado el dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión, así como 
de la obligación que venimos exigiendo a los Tribunales 
de agotar los medios de los que razonablemente dispo-
nen para lograr el conocimiento efectivo de la existencia 
del proceso por parte de quienes ostenten en él un interés 
legítimo y salvaguardar así el derecho a la tutela judicial 
efectiva que están llamados a prestar.

4. La aplicación de la mencionada doctrina al caso 
ahora sometido en nuestro enjuiciamiento conduce al 
otorgamiento del amparo que se nos demanda de con-
suno por todas las partes. En efecto, de los antecedentes 
de esta resolución se desprende que el órgano judicial 
identificó a la demandante como la principal interesada 
en el proceso, pues lo que se cuestionaba era si la homo-
logación de su título a la legislación española resultaba o 
no conforme a Derecho. También se desprende de la 
actuación de la Audiencia Nacional que ésta no consideró 
suficientes los emplazamientos efectuados por la Admi-
nistración, bien a iniciativa propia, bien a requerimiento 
de la Sala, por lo que, en una actuación que se corres-
ponde plenamente con su función de principal y primer 
garante de los derechos fundamentales de quienes tienen 
derecho a tomar parte en los procesos judiciales que pue-
dan afectar a sus intereses, decidió emplazar personal-
mente a la demandante de amparo ordenando efectuarlo 
en la última dirección de la que se disponía (C/ Obispo 
Miranda, 6-1, de Ponferrada). Ahora bien, lo que está en 
cuestión es si, una vez que este intento del emplaza-
miento resultó fallido y que en la propia diligencia de 
intento de emplazamiento se dejó constancia de que la 
demandante se había trasladado a la localidad de Bada-
joz, el órgano judicial actuó o no de manera respetuosa 
con el derecho a la tutela judicial efectiva de la deman-
dante de amparo al dictar Sentencia sin intentar el empla-
zamiento en la localidad a la que conocidamente se había 
trasladado la demandante.

Para valorar esta cuestión han de tomarse en conside-
ración las circunstancias concretas del caso, pues, aun-
que la ya abultada jurisprudencia sobre estas cuestiones 
permite identificar grupos de supuestos ciertamente 
semejantes, existe siempre un último reducto de especifi-
cidad de cada supuesto que no puede pasarse por alto. 
Así en el que ahora enjuiciamos cobran especial relieve 
los hechos de que el acto administrativo recurrido en el 
proceso judicial se refiriese a la homologación de un 
título académico que habilita para el ejercicio de una pro-
fesión; de que la demandante (de acuerdo con la situación 
jurídica entonces existente) estaba habilitada para tal 
ejercicio; que el emplazamiento fallido se efectuó en un 
domicilio profesional (la clínica dental en la que la deman-
dante había ejercido su profesión hasta pocos meses 
antes); de que cuando se trató de emplazar a la interesada 
habían transcurrido más de cuatro años desde que se 
interpuso el recurso contencioso-administrativo y más de 
seis desde que la demandante obtuvo la homologación 
solicitada y discutida en el proceso judicial; y, finalmente, 
el de que el demandante en el proceso contencioso-admi-
nistrativo era el Consejo General de los Colegios de 
Odontólogos y Estomatólogos de España, corporación de 
derecho público que agrupa a los Colegios Oficiales de 

Odontólogos y Estomatólogos y a la que resultaba extre-
madamente sencilla la localización del domicilio profesio-
nal de la demandante para facilitarla al órgano judicial. 
Sobre esto último cabe destacar, incluso, que la impugna-
ción judicial iniciada por el Consejo General de los Cole-
gios de Odontólogos y Estomatólogos de España encuen-
tra su justificación en las funciones públicas que está 
llamada a cumplir la indicada corporación, de suerte que 
los deberes de colaboración, de imparcialidad y de extre-
mar la buena fe en la actuación procesal alcanzan grado 
superlativo en relación a ella, dado el principio general de 
que toda Administración ha de servir con objetividad los 
intereses generales (art. 103.1 CE).

Pues bien, atendido todo lo anterior, y a semejanza de 
lo que aconteció en los casos enjuiciados en las SSTC 
87/2002, de 22 de marzo, y 44/2003, de 3 de marzo de 
2003, el órgano judicial podía haber conocido el domicilio 
profesional de la demandante de amparo en Badajoz, 
localidad a la que sabía que se había trasladado, tan sólo 
con solicitar a la parte actora que facilitase tal domicilio, 
pues entre los cometidos de los colegios profesionales 
que se agrupan en el Consejo General de los Colegios de 
Odontólogos y Estomatólogos de España figura el mante-
nimiento de la relación actualizada de los profesionales 
de esa especialidad. La falta de utilización de un medio de 
escasa complejidad y de razonable exigencia, unida a la 
falta de colaboración (requerible incluso para ser pres-
tada de forma espontánea) del demandante en el proceso 
judicial (sobre cuyas repercusiones ya nos hemos exten-
dido en las Sentencias antes citadas, que damos ahora 
por reproducidas), conducen a afirmar que no se respetó 
el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) de la 
demandante de amparo en la medida en que su margina-
ción procesal no fue producto de su actuar negligente y, 
además, pudo evitarse con el empleo de un razonable 
esfuerzo suplementario que completase el inicialmente 
realizado por el órgano judicial al suspender el señala-
miento para votación y fallo y acordar el emplazamiento 
personal de doña Mirta Consuelo Guadalupe González 
Mínguez. Este esfuerzo suplementario resultaba particu-
larmente exigible si se tiene en cuenta que el tiempo 
transcurrido desde la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo permite afirmar que un cambio de 
domicilio profesional de la demandante no resultaba 
imprevisible.

5. La reparación de la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva exige la anulación de la totalidad 
de las resoluciones impugnadas y la retroacción de las 
actuaciones al momento procesal oportuno para permitir 
a la demandante, con pleno respeto al derecho funda-
mental vulnerado, tomar conocimiento de la demanda 
formulada por la actora en el proceso contencioso-admi-
nistrativo y personarse en el mismo en defensa de su 
legítimo interés.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Mirta Consuelo 
Guadalupe González Mínguez y, en consecuencia:

1.º Declarar vulnerado el derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) de la recurrente.

2.º Restablecerla en la integridad de su derecho y, a 
tal fin, anular la Sentencia de 11 de marzo de 1996 y el 
Auto de 12 de enero de 1999, dictados ambos por la 
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 10543 Sala Segunda. Sentencia 136/2005, 23 de mayo 
de 2005. Recurso de amparo 3856-2003. Pro-
movido por don David Font Fernández frente a 
la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Ourense que le condenó por delito de contra-
bando.

 Vulneración del derecho a un proceso con 
garantías: condena pronunciada en apelación 
sin haber celebrado vista pública (STC 
167/2002).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3856-2003, promovido 
por don David Font Fernández, representado por el Procu-
rador de los Tribunales don José Manuel de Dorremochea 
Aramburu y asistido por el Letrado don Jorge Alis Vila, 
contra la Sentencia de la Sección Segunda de la Audien-
cia Provincial de Ourense núm. 38/2003, de 13 de mayo, 
recaída en el rollo de apelación núm. 11-2003 frente a la 
Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 1 de Ourense 
núm. 284/2002, de 25 de noviembre, en procedimiento 
penal abreviado núm. 234-2002 por delito de contra-
bando. Ha comparecido y formulado alegaciones el 
Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente el Magistrado 
don Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 12 de junio de 2003 don José 
Manuel de Dorremochea Aramburu, Procurador de los 
Tribunales, en nombre y representación de don David 
Font Fernández, interpuso recurso de amparo contra la 
resolución judicial a la que se ha hecho mención en el 
encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación de 
antecedentes fácticos que a continuación sucintamente 
se extracta:

a) El Juzgado de lo Penal núm. 1 de Ourense dictó la 
Sentencia núm. 284/2002, de 25 de noviembre, en la que 
absolvió al ahora demandante de amparo del delito de 
contrabando del que había sido acusado por el Ministerio 
Fiscal.

En la citada Sentencia se recoge el siguiente relato de 
hechos probados:

«I.–Sobre las 9,45 horas del 10 de septiembre del 
año 2000, efectivos de la Guardia Civil que prestaban 
servicio de vigilancia en la Autovía A-52 a la altura del 
km. 262 ordenaron la detención del vehículo Ford Tran-
sit matrícula B-3445-VGG que circulaba en dirección a 
Vigo por infundirle sospechas, haciendo el conductor 
caso omiso, por lo que los actuantes iniciaron su perse-
cución observando cómo realizaba cambio de sentido 
hasta finalmente detenerse abandonando el vehículo 
en el Km. 263 de la citada vía internándose en el monte, 
por lo que los citados agentes no pudieron darle 
alcance. II.–Cuando los agentes inspeccionaron el inte-
rior de la furgoneta comprobaron que en la misma se 
transportaban 38.000 cajetillas de tabaco rubio de la 
marca “Winston” con la inscripción “made in USA” y sin 
los precintos fiscales reglamentarios; asimismo descu-
brieron documentación del vehículo a nombre de la 
empresa propietaria “Over Rent S.A.” DNI del acusado 
David Font Fernández, 53.000 pesetas en billetes, permiso 
de conducir del acusado, tarjeta sanitaria a nombre de 
este (sic), varias tarjetas de crédito y un teléfono móvil 
marca “Motorola”. III.–El valor del tabaco intervenido 
asciende a 84.502,30 euros y el importe de la deuda tribu-
taria defraudada asciende a 61.892,23 euros. IV.–El acu-
sado el día 8 de septiembre había alquilado la citada fur-
goneta no constando probado que el día de la intervención 
fuera el conductor de la misma».

A los efectos que a este recurso de amparo interesan 
el órgano judicial acogió la excepción aducida por el 
ahora demandante de amparo relativa a la ausencia o 
insuficiencia de prueba de cargo con virtualidad enervato-
ria del principio de presunción de inocencia. Al respecto 
se razona en la Sentencia en los siguientes términos:

«la única prueba directa de cargo que existe en las 
actuaciones viene constituida por el testimonio de los 
actuantes que reconocen al acusado como la persona que 
conducía el vehículo y que se dio a la fuga al sentirse des-
cubierto, sin embargo tal prueba que no se estima plena y 
contundente, dado que los agentes reconocen que vieron 
escasos momentos al conductor y por otro lado su reco-
nocimiento puede verse viciado por el hecho de encontrar 
en el vehículo la documentación personal del acusado, es 
totalmente contradicha por la prueba de descargo que se 
presenta en el plenario y que existía ya en las actuacio-
nes, tendente a acreditar que el día 10 de septiembre el 
acusado viajó de Málaga donde pasó el fin de semana a la 
ciudad de Barcelona, y no sólo por el testimonio de los 
dos amigos que lo acompañaron y recogieron en los res-
pectivos aeropuertos, que se aprecia sin fisura o contra-
dicción de tipo alguno, sino porque se prueba documen-
talmente al folio 135 de las actuaciones en donde Iberia 
informa que el billete expedido a nombre del acusado fue 
adquirido en Málaga, el 10 de septiembre de 2000 y que la 
persona a nombre de la cual fue expedido embarcó en el 
asiento 3F. Por otro lado todos los detalles que el acusado 
ofrece sobre su estancia en Málaga, la avería del vehículo, 
la necesidad de reparación del mismo con la adquisición 
de una pieza, y su envío desde esta localidad hasta el 
domicilio del acusado se comprueban documentalmente 

Audiencia Nacional, así como la Sentencia de la Sala Ter-
cera del Tribunal Supremo de 18 de junio de 2002 (recurso 
de casación 2733/99), retrotrayendo las actuaciones al 
momento procesal que permita a la demandante tomar 
conocimiento de la demanda formulada por la actora en 
el proceso contencioso-administrativo y personarse en 
éste en defensa de su legítimo interés.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de mayo de dos mil 
cinco.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Mar-
tín de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.
Ramón Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Fir-
mado y rubricado. 


